Radicación: 660013187002-2018-00158-01
Accionante: Diana Carolina Villada Moreno
Accionado: FUNDALIMENTOS y otro
Decisión: Confirma

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ESTABILIDAD LABORAL / FUERO DE MATERNIDAD / DESPIDO POR VENCIMIENTO DEL CONTRATO SIN CONOCIMIENTO DEL ESTADO DE EMBARAZO / EL APARO COMPRENDE LA SEGURIDAD SOCIAL, MAS NO EL PAGO DE SALARIOS.
… en algunos eventos es viable ordenar la renovación del contrato, pero para ello, es requisito sine qua non que SE LOGRE DEMOSTRAR en el trámite de la acción tuitiva que las causas del contrato no desaparecieron, cosa que aquí no quedó dilucidada, máxime cuando en el caso bajo estudio puede inferirse que no existió vulneración al derecho a la estabilidad laboral reforzada de la señora Diana Carolina Villada Moreno, toda vez que de la documentación aportada en el expediente se desprende que su empleadora no tenía conocimiento del estado de embarazo de la accionante al momento de la desvinculación, y la causa de esta se dio por el vencimiento del contrato.

Al respecto, la Corte Constitucional en pretérita ocasión dijo CLARAMENTE que: 

“Cuando el empleador NO conoce en desarrollo de la alternativa laboral, el estado de gestación. Ante el presente supuesto existen tres hipótesis:

“(…)

“iii) Si la desvincula una vez vencido el contrato, alegando esto como una justa causa: La protección consistirá mínimo en el reconocimiento de las cotizaciones durante el periodo de gestación; y la renovación del contrato sólo sería procedente si se demuestra que las causas del contrato laboral a término fijo no desaparecen. En este caso no procede el pago de los salarios dejados de percibir, porque se entiende que el contrato inicialmente pactado ya había terminado.”

Ahora bien, tal carga demostrativa no recaía en el Juez de tutela por el simple hecho de la maternidad de la accionante, pues a ella, a pesar de su status de sujeto de especial protección constitucional, también le es aplicable el principio de la carga de la prueba. 
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor Agente del Ministerio Público, Dr. Jorge Enrique Álvarez Marín, quien interviene a favor de la parte accionante, DIANA CAROLINA VILLADA MORENO, en contra del fallo proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad el 04 de diciembre de 2018, mediante el cual decidió tutelar los derechos fundamentales a la salud, vida digna y a la estabilidad laboral reforzada de la accionante. 

ANTECEDENTES:

Diana Carolina Villada Moreno interpuso acción de tutela en contra de la Fundación para el Fomento de la Industria de Alimentos de Risaralda –FUNDALIMENTOS- y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar –ICBF-, Regional Risaralda, por las siguientes razones: 

· La señora Diana Carolina había suscrito con las mencionadas entidades un contrato laboral a término fijo hasta el 30 de octubre de 2018, el cual fue renovado el 1º de noviembre hasta el 30 de noviembre del mismo año.

· Ese mismo 30 de noviembre, la accionante se realizó prueba de embarazo HCG en orina, la cual resultó positiva, sin embargo, no se le pudo notificar a su empleadora por haber conocido el resultado en horas inhábiles. 
· El 10 de diciembre de 2018 se practicó prueba de embarazo en laboratorio la cual resultó positiva, misma que repitió el 11 de diciembre arrojando igual resultado. 
· El 12 de diciembre de 2018, antes de que se le practicaran los exámenes de retiro de la entidad, notificó a sus empleadores de su estado de gravidez, sin embargo, le informaron que el contrato ya había sido liquidado por lo que les pidió de manera verbal que no se finalizara, toda vez que estaba protegida por el fuero de maternidad, gozando de estabilidad laboral reforzada, pero el 17 de diciembre le comunicaron que no podía seguir laborando ya que no poseía ningún derecho.
· El 18 de noviembre de 2018 tuvo que asistir por urgencias a la E.S.E. SALUD Pereira, donde le diagnosticaron amenaza de aborto por sangrado vaginal, por lo que se le recomendó reposo total.

LO QUE SOLICITA:

De acuerdo a los hechos narrados, solicitó la actora que se le tutelen sus derechos fundamentales a la dignidad humana, seguridad social, salud, estabilidad laboral reforzada, protección del que está por nacer, protección especial a la maternidad, debido proceso y mínimo vital, y acorde con ello, se ordene a FUNDALIMENTOS y al ICBF que en el término de 48 horas contados a partir de la notificación del fallo, sea autorizado y realizado el reintegro al cargo que desempeñaba por ser ineficaz el despido, y se incluya también el pago de los salarios dejados de percibir, así como la reafiliacion a la EPS y Fondo de Pensiones, y la indemnización prevista en el artículo 239 del Código Sustantivo del Trabajo.

Igualmente pidió que se ordene a las entidades accionadas, que al momento de la nueva contratación del año 2019, vuelva a ser contratada, ya que las labores del contrato siguen vigentes.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:

El Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, avocó el conocimiento de la actuación el 20 de diciembre de 2018 en contra de FUNDALIMENTOS y el ICBF, a quienes ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción. 

Posteriormente, al realizar el estudio de la situación fáctica planteada, decidió mediante sentencia proferida el día 4 de enero de 2009, tutelar los derechos fundamentales a la salud, vida digna y estabilidad laboral reforzada de los cuales es titular la señora Diana Carolina Villada Moreno, al considerar que, aunque el empleador no tenía conocimiento del embarazo de la accionante, se debe dar cumplimiento a las reglas fijadas por la Corte Constitucional en ese tipo de eventos en que una empleada vinculada laboralmente mediante contrato a término fijo queda en estado de gestación y su empleador desconoce su estado para el momento en que culmina la vigencia del contrato, así, para ese tipo de eventos el Órgano de Cierre ha dicho que la protección consistirá únicamente en el reconocimiento de las cotizaciones al SGSS durante el periodo de gestación toda vez que no es posible disponer la renovación del contrato por cuanto la causa de desvinculación fue el vencimiento del mismo y no una actuación de discriminación.
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

Una vez notificada la decisión de instancia, fue recurrida por el agente del Ministerio Público, señor Procurador 290 Judicial I Penal,  quien propugnó por los intereses de la accionante, solicitando que en segunda instancia se adicione al fallo de primer grado la orden de que se lleve a término el trámite ante la autoridad competente (Inspección de Trabajo), con el fin de establecer la procedencia de la renovación del contrato laboral, ello como una medida para conjurar la situación de la señora Diana Carolina, quien por su estado de embarazo merece especial protección, ello, atendiendo el hecho de que la Sentencia de la cual se valió el Juzgado para conceder la protección, también estimó la posibilidad de garantizar a quien acude a su reclamo que el Juez de tutela ordene la renovación del contrato si se logra demostrar que las causas que le dieron origen al mismo no han desaparecido. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

·  Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

· Problema Jurídico: 

En el presente asunto se debe establecer si la decisión tomada por el Juez cognoscente fue acertada, en el sentido de reconocer la protección laboral sólo en lo que corresponde al reconocimiento de las cotizaciones al SGSS durante el periodo de gestación, o si le asiste razón al recurrente en el sentido de que es necesario ordenarle a la demandada que lleve a término un trámite ante la Inspección de Trabajo para que determine si subsisten las causas que le dieron origen al contrato. 
· Solución: 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, definido, y estricto, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  

Del caso concreto: 

Encontrándonos de cara al único tema que resulta como materia de debate según el escrito de impugnación presentado por el Agente del Ministerio Público, quien propugna por los intereses de la señora Diana Carolina, se advierte que su inconformidad radica solamente en lo que tiene que ver con el hecho de que el A Quo no hubiese ordenado a la entidad demandada que llevara a cabo una actuación separada en sede administrativa ante la Inspección del Trabajo, tendiente a dilucidar si las causas que motivaron el origen del contrato laboral entre la accionante y la empresa FUNDALIMENTOS se mantiene vigente, de tal manera que se haga posible su reintegro, en atención al fuero de maternidad que la cobija.
Frente a lo anterior, la Sala debe decir que no hará mayores elucubraciones, en primer lugar porque la naturaleza del reclamo formulado por el recurrente tiene que ver con un conflicto jurídico de orden laboral, por lo que puede afirmarse válidamente que en principio que su debate y contraposición debería proponerse en sede ordinaria a través de la jurisdicción laboral. 
Aunque la Sala no desconoce que el Órgano de Cierre en materia Constitucional ha decantado una serie de eventos en los cuales se abre paso a la intervención del Juez de tutela para formular este tipo de reclamos relacionados con la protección de la “estabilidad laboral” en eventos como el presente, en que la titular de los derechos reclamados se encuentra en estado de gravidez, ello, en virtud del mandato establecido en la Constitución política en su artículo 43, en el que encomienda al Estado la protección especial de grupos de personas que, por sus características particulares y posición dentro de la sociedad pueden ser susceptibles de agresión o discriminación, tal es el caso de las mujeres que se encuentran en estado de embarazo.
A pesar de lo anterior, lo cierto del caso es que dicha protección de orden constitucional no es absoluta, ni tampoco se puede acceder deliberadamente los reclamos formulados por quien acude a su reclamo, pues el simple estado de embarazo no exonera a quien invoca la acción de tutela de demostrar la manera en que sus pretensiones se hacen accesibles y viables. 
Frente a la propuesta del recurrente, en sentir de la Sala, la misma obliga al Juez de tutela a efectuar un análisis legal de orden laboral que escapa de la órbita de acción de esta jurisdicción, y es que la orden de protección que profirió el A Quo se ajustó a lo que se logró demostrar dentro del trámite tutelar. 
En otras palabras, la Colegiatura reconoce que, en efecto, hay un “fuero de maternidad”, en cuya vigencia, obviamente había lugar al amparo de la señora Diana Carolina en el escenario de la acción de tutela, también es cierto que en algunos eventos es viable ordenar la renovación del contrato, pero para ello, es requisito sine qua non que SE LOGRE DEMOSTRAR en el trámite de la acción tuitiva que las causas del contrato no desaparecieron, cosa que aquí no quedó dilucidada, máxime cuando en el caso bajo estudio puede inferirse que no existió vulneración al derecho a la estabilidad laboral reforzada de la señora Diana Carolina Villada Moreno, toda vez que de la documentación aportada en el expediente se desprende que su empleadora no tenía conocimiento del estado de embarazo de la accionante al momento de la desvinculación, y la causa de esta se dio por el vencimiento del contrato.

Al respecto, la Corte Constitucional en pretérita ocasión dijo CLARAMENTE que: 
“Cuando el empleador NO conoce en desarrollo de la alternativa laboral, el estado de gestación. Ante el presente supuesto existen tres hipótesis:

(…)

iii) Si la desvincula una vez vencido el contrato, alegando esto como una justa causa: La protección consistirá mínimo en el reconocimiento de las cotizaciones durante el periodo de gestación; y la renovación del contrato sólo sería procedente si se demuestra que las causas del contrato laboral a término fijo no desaparecen. En este caso no procede el pago de los salarios dejados de percibir, porque se entiende que el contrato inicialmente pactado ya había terminado.”
Ahora bien, tal carga demostrativa no recaía en el Juez de tutela por el simple hecho de la maternidad de la accionante, pues a ella, a pesar de su status de sujeto de especial protección constitucional, también le es aplicable el principio de la carga de la prueba. 

En ese sentido, tenemos que el Decreto 2591 de 1991, nada indica específicamente en cuanto a la formalidad probatoria en la acción de tutela, sin embargo en varios de sus apartes sí indica la necesidad de que se aporten para llevar al Juez al convencimiento de la realidad procesal, por ello es que tanto el accionante como el accionado están en el deber de allegar al proceso todo aquello que consideren pertinente y conducente para demostrar sus dichos. En cuanto al tema dijo la Corte Constitucional:

“2.2 La carga de la prueba en materia de tutela. Reiteración de jurisprudencia. 
 
El artículo 3º del Decreto 2591 de 1991 establece como uno de los principios rectores de la acción de tutela “(…) la prevalencia del derecho sustancial (…)”. Por este motivo, una de las características de esta acción es su informalidad. 
 
Así, en materia probatoria, es posible demostrar los hechos aludidos por ambas partes mediante cualquier medio que logre convencer a la autoridad judicial, ya que no existe tarifa legal. Esta informalidad probatoria llega hasta el punto de que la autoridad judicial, al momento de analizar los medios probatorios aportados al proceso, pueda - cuando llegue al convencimiento de la verdad procesal - dejar de practicar algunas de las pruebas solicitadas, tal como se dispone en el artículo 22 del Decreto 2591 de 1991. 
 
De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente la transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. Para ello el juez dispone, además, de amplios poderes oficiosos, los cuales a su turno también se encuentran limitados por la idoneidad en su utilización. Así, en principio, quien alude un hecho tiene el deber de aportar los medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la prueba.” 
 (Negrillas de la Sala)
En conclusión, aunque en materia de tutela la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, ello no implica que el Juez pueda entrar a tutelar derechos sin que la afectación se demuestre mínimamente.
Finalmente, es claro que la protección concedida por el fallador, tuvo su fundamento en la urgencia del caso, pero adoptada en la medida de las posibilidades que el soporte probatorio allegado al libelo petitorio le permitió, sin embargo, ello no impide que sea la accionante quien instaure las acciones que considere pertinentes ante la Oficina del Trabajo para que en ese escenario, después de un análisis probatorio concienzudo, se determine si hay lugar a ordenarle a sus anteriores empleadoras la renovación del contrato por medio del cual fue inicialmente vinculada. 

En ese orden de ideas, se puede colegir que no hay lugar a adicionar o modificar el fallo de primera instancia, toda vez que el mismo se percibe ajustado a derecho, en virtud de ello, la sentencia impugnada se habrá de mantener incólume. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido el 4 de enero de 2019 por el Juzgado segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional Sentencia T-187 de 2009, M.P. Dr. Juan Carlos Henao Pérez
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